Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 6 minutos.) 


-En nombre de la Comisión de Hacienda del Senado tenemos el gusto de recibir a las 
autoridades de la Dirección General Impositiva, Director General de Rentas, contador Mario Ferreri, 
Subdirector General, contador Álvaro Romano y doctor Guillermo Nieves. El objetivo de esta 
convocatoria responde a un pedido que realizó el señor Senador Amorín a los efectos de poder discutir 
e informarnos sobre el alcance de la solicitudes de listados realizada a los colegios privados y clubes 
deportivos a los efectos de recabar datos sobre la recaudación y la posible evasión fiscal, tema que en 
los últimos tiempos viene siendo contemplado. 


SEÑOR AMORÍN.- Nos preocupa -y nuestros visitantes lo saben- desde hace bastante tiempo el 
enorme crecimiento de los poderes que tiene la Dirección General Impositiva, que trae como 
consecuencia que la Administración comience a introducirse cada vez más en la vida de la gente, y la 
indefensión o la soledad en que está el contribuyente, que es el ciudadano uruguayo. Insisto en que 
este tema nos ha inquietado desde siempre. Es bastante evidente que la sanción del Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas ha aumentado esta sensación que tenemos en cuanto a que los 
poderes del organismo se han acrecentado. También quiero señalar que nos preocupa enormemente 
el último paso que se ha dado -o por lo menos el último que conocemos- que es, precisamente, esta 
solicitud de información general que se realiza a los colegios privados y a los clubes deportivos para 
que detallen qué personas pagan más de cierta cantidad de dinero. Esto nos inquieta, porque a nuestro 
juicio es una violación del derecho a la intimidad, porque afecta a las personas de forma directa. 
Además, tenemos la clara sensación de que, con respecto a la información, la Dirección General 
Impositiva no tiene un buen resguardo de los datos que recaba, ya que el banco de datos del 
organismo no cuenta con las condiciones de seguridad necesarias. Como es sabido, hay funcionarios 
becarios que no van a estar más de un año trabajando en el organismo y que tienen acceso a todos 
esos datos. Repito que nos preocupa que estos temas que hacen a la intimidad de las personas sean 
conocidos. 


También nos parece que son incorrectas estas “expediciones de pesca” que hace la 
Dirección General Impositiva, tratando de detectar dónde puede existir un caso de riesgo de evasión 
para después arremeter contra él. La situación de Uruguay claramente no es comparable con la de 
otros países donde, por ejemplo, el gasto en educación es deducible; en este caso la Dirección 
General Impositiva, obviamente para contrastar la declaración del contribuyente, sí necesitaría estos 
datos. No creemos que el artículo 68 del Código Tributario, en el caso que nos ocupa, dé esas 
potestades, aunque sí creo que la Dirección General Impositiva las tiene en caso de ser necesaria una 
inspección concreta para confirmar algunos datos. Pero repito: no me parece bien que se incurra en 
esta especie de “expediciones de pesca”. Esta expresión la utilizamos cuando hablamos del secreto 
bancario y cuando Uruguay se niega -desde mi punto de vista, en forma correcta- a que vengan 
“expediciones de pesca” del exterior a estudiar todas las cuentas de los ciudadanos de determinado 
país para fiscalizarlos. Creo que en este caso la situación es similar. 


Esta sería, en principio, mi preocupación fundamental, que tiene que ver con defender, desde 
el punto de vista de sus derechos, al contribuyente que cada vez es más pequeño frente a una 
Dirección General Impositiva gigante, con más poderes. Reitero que no existen poderes de parte del 
contribuyente. Hace unos días asistieron aquí representantes del Colegio de Abogados y del Colegio 
de Contadores y dijeron que era imprescindible redactar una carta de derechos del contribuyente para 
que este sepa a qué se enfrenta y cuáles eran sus derechos, pero poco se ha hecho en este sentido. 
Entonces, básicamente este sería el planteo que queremos hacer. 


SEÑOR FERRERI.- Para nosotros es un placer ser recibidos por esta Comisión. Más allá de la 
legitimidad que entendemos tenemos en las acciones que estamos tomando, siempre es bueno 
dedicar tiempo para discutir el relacionamiento entre la Administración y los administrados, sobre todo 
cuando hablamos de temas tributarios. En definitiva, la administración tributaria es un bien común 
porque es lo que contribuye a financiar la vida en sociedad y su relación con los ciudadanos debe estar 
sustentada en un marco de equilibrio. Como decía, siempre es bueno entonces tomarse un tiempo 
para reflexionar sobre estos temas. 


En primer lugar, más que hacer una apreciación jurídica -para ello contamos con nuestros 
asesores- quisiera reflexionar acerca de por qué tomamos esta medida, es decir, cuál es la necesidad 
que tiene la administración tributaria de adoptar esta medida. Históricamente hemos tenido un sistema 
tributario basado en impuestos que gravaban las transacciones económicas de las empresas, o que 
gravaban a las empresas. Eso no es ni mejor ni peor; así ocurría y llevaba a que la cultura tributaria en 
nuestro país estuviera basada en el control y la fiscalización de empresas, no de personas físicas. 
Durante algunos años tuvimos IRP y tenemos un Impuesto al Patrimonio que abarca a un pequeño 
núcleo de contribuyentes, por lo cual no hay una cultura de fiscalización de personas en el Uruguay a 
efectos tributarios. Este es un cambio muy importante. 


Si analizamos la cantidad de empresas del Uruguay, vemos que hay 251 que figuran en 
nuestra división de grandes contribuyentes, y 9.761 que están en la división de controles especiales, 
que son las de mediana dimensión económica. Estamos hablando en total de unas 10.000 empresas, 
que representan aproximadamente el 85% de la recaudación del país. Entonces, fiscalizando en forma 
importante a 10.000 empresas, la administración tributaria tiene un control sobre el 85% de la 
recaudación total. 


En el año 2007 pasamos a tener un Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, que mirado 
desde un contexto histórico es un lapso muy breve, pues estamos recién en el cuarto año de vigencia. 
Obviamente, esto lleva a que tanto la Administración como los contribuyentes hayan tenido que 
acostumbrarse a convivir con un impuesto personal. Ahora bien, hay 1:852.998 personas que perciben 
rentas y que están gravadas por el IRPF y el lASS; luego operan los mínimos no imponibles y, por 
tanto, la mayoría de estas personas no pagan efectivamente el Impuesto. Entonces nosotros pasamos 
de tener un universo de control fuerte de 10.000 empresas a tener que controlar 1:852.998 personas 
que perciben rentas gravadas por IRPF. Dadas las dimensiones, ello ha permitido a la Administración 
uruguaya tener durante los dos últimos años la tasa de evasión más baja de América Latina, pues ha 
mejorado notoriamente su eficacia y eficiencia, pero actuando sobre un número acotado de 
contribuyentes. 


Obviamente -y esto no es algo que ocurra en Uruguay, sino en todos los países del mundo, 
porque salvo rarísimas excepciones, hoy por hoy existen impuestos a las rentas personales en todas 
partes- la forma en la cual la Administración debe realizar sus controles y procedimientos es 
absolutamente distinta respecto de las empresas que de las personas físicas, y estas proporciones, a 
otra escala, se dan en todos lados. Hay un núcleo reducido de empresas que representan la gran 
mayoría de la recaudación y, por otro lado, una base que crece exponencialmente cuando se trata de 
personas físicas. Todos los meses recibimos declaraciones mensuales de renta de estas empresas 
donde nos informan sus ventas y sus gastos para llegar al cálculo del IVA correspondiente y tenemos 
forma de ir monitoreándolas una a una. Esto no lo tenemos cuando hablamos de personas físicas; 
entonces imperiosa y necesariamente la administración tributaria debe tener la posibilidad de llegar a la 
verdad material de los impuestos que les corresponde pagar y no hay forma -y esto es así en todo el 
mundo- de que pueda hacer controles una a una de las personas físicas, porque es imposible. Nuestra 
administración tributaria cuenta con 1.268 funcionarios y, como bien señalaba el señor Senador, con 
alrededor de cien becarios; con este personal resulta imposible fiscalizar a 1:852.000 personas sobre 
las cuales no tenemos información periódica, de la misma manera que controlamos a 10.000 empresas 
de las que sí tenemos información. Esa diferencia nos lleva, como a cualquier administración tributaria, 
a Operar de una forma diferente en un caso y en el otro. Por eso es necesario para la administración 
contar con bases de datos a los efectos de ir cruzando información que nos permita realizar nuestro 
trabajo de forma eficiente, además de eficaz. Nosotros cruzamos datos de estos millones de 
contribuyentes y seleccionamos aquellos casos donde existe una posibilidad de riesgo fiscal más 
importante. Es imposible abarcar el total, pero empezamos a construir bases de datos con la mayor 
cantidad de información posible a los efectos de poder hacer cada vez más eficiente ese control. 


En este punto me permito la licencia de disentir con lo que afirmaba el señor Senador Amorín 
respecto a nuevas potestades que ha adquirido la administración. Las potestades sobre las cuales se 
basa el accionar de la administración tributaria existen ya desde hace muchos años. Por ejemplo, 
desde el año 1992 la administración tributaria tiene la potestad de recibir toda la información con 
respecto a las transacciones económicas que se dan con las tarjetas de crédito. Esto lo establece el 
artículo 504 de la Ley N* 16.320: “Declárese que el secreto profesional a que refiere el artículo 25 del 

Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, no alcanza a la información obtenida por 
las empresas que administren créditos interviniendo en las ventas de bienes y prestaciones de 
servicios realizados por terceros, cualquiera sea la modalidad utilizada a tal fin”. Desde hace ya varios 


años podemos contar también con la información de los organismos públicos como UTE, OSE y 
ANTEL que nos permite ir construyendo bases de datos. 


SEÑOR AMORÍN.- Según entiendo, esto se hizo para diferenciar a las tarjetas que operaban con 
bancos de las que no lo hacían porque las primeras decían que se amparaban en el secreto bancario. 


La entonces Directora General de Rentas, contadora Priore, dijo que se daba una situación 
injusta y, por lo tanto, este punto se comentó y se llegó a votar en el año 1992. Eso lo conocemos al 
detalle todos los que integramos la Comisión de Hacienda. El tema es hasta dónde llega esa potestad. 
Buena parte de nuestra doctrina entiende que esto se refiere a la información brindada por los 
comercios adheridos a la tarjeta, pero no a los usuarios o tarjetahabientes. La información que las 
tarjetas de crédito o los comercios brindan hoy a la Dirección General Impositiva -aclaro que recabé 
estos datos de las tarjetas de crédito- muestra cuántas ventas se hicieron y en cuántos paquetes, pero 
no quién las efectuó. El señor Director General de Rentas ha dicho hasta el cansancio que posee esa 
información -expresó que la Dirección General Impositiva tiene esos datos y sabe cuánto gasta cada 
uno- pero las tarjetas de crédito nos afirman que no la tiene, que le pueden brindar a la DGI la 
información sobre lo que factura el comercio, pero no quién hace el gasto. 


Planteo esto porque escuché al señor Director General de Rentas decir que ya tienen esta 
información sobre los colegios, porque si el pago se hace con tarjeta de crédito, la Dirección General 
Impositiva accede a esos datos. En efecto, en una entrevista del periodista Emiliano Cotelo al contador 
Pablo Ferreri, este último expresó: “En muchos países la administración tributaria puede realizar 
allanamientos o dictar embargos administrativos. Nosotros no estamos solicitando esas facultades. 
Trato de poner en su contexto las potestades con las cuales cuenta la administración tributaria 
uruguaya frente a otras. 


Tenemos que controlar los impuestos que están diseñados, que si no, serían meras 
formalidades. ¿Cómo? De la única forma en la cual se controlan los impuestos personales en el 
mundo, que es cruzando bases de datos. En este sentido no hemos sido innovadores a nivel 
internacional ni en cuanto a las medidas que ya se han tomado y que existen desde hace mucho 
tiempo en nuestro país. Basta recordar, por ejemplo, que la administración tributaria cuenta con la 
información de las tarjetas de crédito desde el año 92.” A continuación, el periodista Emiliano Cotelo 
pregunta: “¿Cuál es la información de las tarjetas de crédito que maneja la administración tributaria?” y 
el contador Pablo Ferreri responde: “La administración tributaria está autorizada por ley a contar con 
toda la información relativa a los consumos que hacen los contribuyentes. El secreto bancario no es 
oponible para la información de las tarjetas de crédito.” Luego, el periodista pregunta: “¿Hoy la DGI 
tiene toda la información de cada una de las compras que hizo cada tarjetahabiente a lo largo de un 
mes?, y el contador Pablo Ferreri contesta: “Desde el año 92 la administración tributaria está 
autorizada a tener esa información. Y desde el año 2005 tampoco opera ninguna oponibilidad para los 
consumos de agua, luz, teléfono, etcétera.” -lo que es cierto- y sigue expresando: “0 sea, esto no es 
nada nuevo, ni comparado a nivel internacional ni comparado con nuestro ordenamiento interno”. 


Entonces, aquí hay una diferencia sustancial. Ustedes dicen que tienen los gastos de los 
consumidores... 


SEÑOR FERRERI.- Eso no es lo que se dice en la entrevista, señor Senador. 
SEÑOR AMORÍN.- ¿No los tienen? 


SEÑOR FERRERI.- Me resulta halagador ser autorreferencial, pero lo que allí decíamos era que la 
administración tributaria tiene la potestad para obtener esta información desde el año 1992, y contamos 
con los datos de todos los tarjetahabientes porque es lo que recibimos, aunque no discriminados uno a 
uno. Ahí dice que tenemos la potestad y, efectivamente, la tenemos. El hecho de que no hayamos 
pedido que nos den la información de cada uno no quiere decir que no la tengamos; son dos cosas 
distintas. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera dejar una constancia. Entendemos que no tienen esa potestad. Creemos - 
como lo entiende la doctrina mayoritaria en el Uruguay- que no se permite tener los datos de los 


tarjetahabientes, porque eso refiere directamente a temas personales. Y agrego algo que expresa 
nuestra doctrina: la Dirección General Impositiva no podría solicitar esta información como una prueba 
indiciaria de los ingresos de las personas, entre otras cosas porque se trata de una expedición de 
pesca en la intimidad de la persona. La intromisión en el derecho individual a la intimidad y privacidad 
de la persona solo se justifica si revela una prueba directa vinculada con el hecho generador. Y eso, 
además, si hay una ley dictada por razones de interés general que entienda que se justifica sacrificar el 
derecho a la intimidad. 


O sea, acá hay dos derechos enfrentados. Uno de ellos es el derecho a la intimidad, que es 
un derecho humano esencial, y por otro lado está la potestad de la DGl para introducirse en él, tratar 
de sacar algún dato y recaudar un poco más. Lo que defiendo aquí es el derecho humano a la 
intimidad. Además quiero decir que, en caso de duda, la legislación siempre tiene que defender el 
derecho humano a la intimidad frente a la potestad de la DGI. Por lo tanto, entiendo que esta no tiene 
derecho -no lo ha hecho hasta ahora y me parece que ha actuado correctamente- a pedir datos de los 
tarjetahabientes. 


SEÑOR ROMANO.- Sin perjuicio de que me gustaría que el Director General culminara con su 
exposición, quisiera realizar algunas puntualizaciones dado que nos hemos detenido en este punto en 
particular. 


En reiteradas oportunidades la Dirección General Impositiva y, en particular, el Director 
General, ha dicho que contamos con la posibilidad de tener esa información, no que la tengamos. En lo 
personal, he participado en reuniones con las entidades administradoras de tarjetas en las cuales, y 
por diversos motivos -algunos atendibles- nos planteaban la conveniencia de que no se solicitara esa 
información. En virtud de esos planteos, la Dirección de aquel entonces entendió que era pertinente 
aceptar esa sugerencia y no se solicitó la información. Pero si hoy la Administración no cuenta con ella 
es porque, en el ejercicio de sus facultades, ha entendido que no era necesario solicitarla. De hecho, lo 
que tenemos es un trasiego de información muy relevante y cuantiosa que, mes a mes, las 
administradoras de crédito nos suministran a través de los medios informáticos. 


Ahora bien; el tema en discusión -si lo queremos cotejar o correlacionar con lo que estamos 
discutiendo, es decir, la información que se está solicitando a los colegios o a las entidades deportivas- 
no es si tenemos, o no, facultades de acceder a los datos de los tarjetahabientes. Lo que debemos 
discernir o analizar es si la Administración puede solicitar a terceros esa información. Esa es la 
cuestión que se está analizando. No hablamos de los tarjetahabientes, sino de terceros en general, 
porque los que pagan los colegios pueden ser, o no, tarjetahabientes. Y, precisamente, este es un claro 
ejemplo de que no estamos innovando. ¿Por qué? Porque desde el año 1992 la Administración 
Tributaria recibe toneladas de información de terceros -lo que se podría denominar fishing expedition- 
de negocios, de establecimientos comerciales; y no solo la recibimos, sino que la utilizamos. Todos los 
años liquidamos cuantiosísimos impuestos a innumerable cantidad de empresas. Por ejemplo, todos 
los meses las administradoras de tarjetas de crédito nos suministran información y nos dicen cuánto 
vendió cada establecimiento comercial a través de ellas. ¿Qué hacemos con esa información? La 
tomamos y vemos que el quiosco de la esquina, con tarjetas de crédito, vendió tanta cantidad y nos 
declara equis valor. Si lo que nos declara es menor a la suma de las tarjetas de crédito, le liquidamos el 
impuesto. Eso es un suministro de información que puede catalogarse como fishing expedition, porque 
le pedimos al barrer a toda la economía en su conjunto que nos traiga la información. Esto lo venimos 
haciendo desde el año 1992, con el asentimiento del Parlamento para que se nos dé esa información, y 
nadie ha tenido el más mínimo problema en admitir la razonabilidad, la lógica y la eficiencia en el uso 
de esa información, porque es así como se debe manejar una administración tributaria en cualquier 
país civilizado del mundo. El antecedente relevante de esta norma es ese. Hace más de veinte años 
que la administración tributaria utiliza información de terceros por suministro de manera generalizada y 
no en el contexto de una actuación inspectiva. Seguramente el doctor Nieves nos pueda ilustrar al 
respecto mucho mejor que nosotros, que somos contadores, pero en definitiva no se puede hablar de 
fishing expedition -anglicismo que refiere a expediciones de pesca- como si fuera algo que está 
prohibido, ya que en ninguna parte de nuestro marco normativo se hace referencia a esa expresión y 
tampoco se dice que para que la DG! pueda pedir información a terceros debe estar en el curso de una 
inspección. Esa es una construcción teórica que surgió en los últimos tiempos. Obviamente, la 
imaginación de algunos profesionales es muy prolífica y lleva a este tipo de cosas, pero reitero que en 
nuestro ordenamiento jurídico no existe ninguna disposición que diga que para pedir información a 
terceros, la Administración debe estar en el marco de una actuación inspectiva. De hecho, tenemos el 
ejemplo de que, desde el año 1992, las tarjetas de crédito nos dan la información de todos los 


comercios, y sería absurdo sostener que la DGI tiene abierta una inspección en cada uno de los 
quioscos del Uruguay. Considero que esto es lapidario para demostrar lo inconducente de esa línea 
argumental. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que el tema se está ensanchando, cuando lo que personalmente me interesa 
es un punto concreto. Acá no se trata de empresas, sino de personas físicas, de seres humanos en 
cuyos temas íntimos entra la Dirección General Impositiva; una cosa es bien distinta de la otra. 


Me parece razonable que cuando la DGI quiere liquidar un impuesto, como por ejemplo el IVA, 
y una persona presenta todas sus facturas para pagarlo, el Organismo pida el respaldo de las tarjetas 
de crédito; eso es obvio. Digo más; si el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, como sería de 
absoluta lógica -en muy pocos países no es así- permitiera deducir los gastos en educación, sería 
razonable que si un contribuyente presenta determinado gasto por ese concepto, la DGI pida el 
respaldo a los colegios, pero ahora no debería hacerse porque no se pueden deducir los gastos en 
educación. Se compara España con Uruguay, cuando no es lo mismo, porque en ese país la 
Impositiva tiene la obligación de ver si lo que se declara como gasto en educación es cierto, mientras 
que en Uruguay no se pueden deducir esos gastos. 


El otro asunto que quedó meridianamente claro -y que me parece muy importante- es que hoy 
la DGI no tiene los pagos de las personas físicas a las tarjetas de crédito. Nuestros invitados creen que 
jurídicamente lo puede tener, pero pienso que no es así. Los comercios mandan una información 
general, donde figura que por tarjeta de crédito se le abonó determinado monto, pero no especifican 
que, por ejemplo, el señor Pablo Ferreri pagó determinada cifra por cenar en un restorán. Me parece 
que esa diferencia es bien importante. Hasta ahora, en el banco de datos de la DGI no figuran los 
datos de las personas, que hacen, sin duda, a un derecho humano fundamental, como es el derecho a 
la intimidad. Sin embargo, con esta medida impositiva comienza a figurar ese tipo de información en 
bancos de datos que son inseguros, porque a ellos puede acceder, por ejemplo, cualquier becario. 
Hago referencia a los becarios porque, si bien hay una sanción que puede terminar hasta con el 
despido de una persona que viole el secreto tributario, el becario no tiene ese problema porque en un 
año se va. Entonces, lo que digo es que hoy la DGI tiene todos los poderes y se mete en la casa del 
ciudadano, que está solo, cada vez más indefenso y sin ningún derecho. Es más, el Partido Nacional 
tomó una presentación realizada por el Colegio de Abogados y el Colegio de Contadores, Economistas 
y Administradores del Uruguay sobre el tema “Derechos del contribuyente”, y estamos a la espera de 
conocer la opinión del Gobierno al respecto. Debemos procurar equilibrar este tema para que no haya 
solamente derechos para la Dirección General Impositiva frente a un contribuyente que se encuentra 
absolutamente solo. 


En cuanto a que las empresas liquidan, pagan el IVA y presentan la factura, es razonable que 
lo comparen con lo que se gasta en las tarjetas de crédito. Pero quien hace un gran esfuerzo para 
mandar a sus hijos a una escuela o a un liceo privado no puede hacer esta deducción, entonces, no 
hay nada que comparar. 


SEÑOR NIEVES.- En relación con las fishing expeditions, es necesario hacer determinadas 
precisiones en el marco del ordenamiento jurídico nacional. Se han hecho ciertas formulaciones, dado 
que necesariamente el requerimiento de información a terceros tiene que darse en el marco de una 
fiscalización iniciada por la administración tributaria, porque el artículo 68 del Código Tributario está 
dentro de la Sección “Determinación”. Es inadmisible que esta disposición sea considerada como un 
compartimento estanco porque se encuentre dentro de una Sección de un Capítulo del Código 
Tributario. No toda fiscalización iniciada por la administración tributaria termina con una determinación 
porque puede ocurrir que el contribuyente haya cumplido cabalmente con sus obligaciones y viceversa. 
Dentro del mismo Capítulo está la Sección Primera: “Procedimiento”. Desde el punto de vista del 
Derecho Tributario formal, se aplican las instancias del procedimiento a la determinación; es decir, la 
Sección Primera, “Procedimiento”, se aplica a la Sección Segunda, “Determinación”. Creo que este 
argumento meramente formalista no es aplicable. 


Otro aspecto importante es que dentro de la Sección “Determinación” -el argumento esgrimido 
fue que como está en “Determinación”, la solicitud de información a terceros se hace en el marco de 
una fiscalización- están las declaraciones presentadas por los sujetos pasivos, denominadas 
“autoliquidaciones”, que responden al principio de iniciativa. Esta fundamentación resulta inconsistente. 
Tal como han expuesto las autoridades de la Dirección General Impositiva, el argumento formal del 


lugar donde se encuentra el artículo 68 del Código Tributario para sustentar que solamente se podrá 
requerir información en el marco de una fiscalización, no es de recibo. 


SEÑOR AMORÍN.- Hay que tomar en cuenta los temas meramente formales cuando se trata de los 
derechos humanos de los contribuyentes, porque en esta materia las formalidades son esenciales. 


SEÑOR RUBIO.- Considero conveniente finalizar la exposición antes de comenzar con las preguntas. 


SEÑOR FERRERI.- Dado que los paréntesis han sido más largos que la exposición y como algunas 
personas recién se han incorporado a esta reunión, me voy a permitir hacer un breve resumen para 
hilvanar la exposición. 


En primer lugar, se habló sobre cómo pasamos de fiscalizar aproximadamente 10.000 
empresas -que representan el 85% de la recaudación del país- a tener 1:852.000 contribuyentes 
gravados por el IRPF y el ASS, que perciben rentas gravadas, aunque no todos son contribuyentes 
efectivos porque muchos no llegan al mínimo imponible. Es totalmente diferente fiscalizar empresas - 
de las que se obtiene información mensualmente por sus compras y sus gastos- que fiscalizar a 
millones de personas de las cuales, en general, no recibimos información, excepto en aquellos casos 
en que tienen que presentar una declaración jurada una vez al año. Esto se da en todos los países del 
mundo donde existe un impuesto a la renta personal y la solución en todos ellos es similar. Para ser 
eficientes en el control del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, es imperioso poder cruzar 
información proveniente de diversas bases de datos que enriquezcan el análisis. Esto es incontrastable 
y la experiencia a nivel internacional lo ha demostrado claramente. 


Asimismo, decíamos que las potestades que utiliza la administración no son nuevas y aquí se 
abrió el largo paréntesis en el que surgieron visiones diferentes. Se hizo la precisión con respecto a lo 
que comentaba el señor Senador Amorín y dijimos que teníamos la potestad, no la información. Más 
allá de eso, es claro que en los últimos años no hubo un dictado de normas que nos otorgaran nuevas 
potestades, salvo el caso del levantamiento del secreto bancario mediante autorización judicial. En los 
últimos cinco o seis años no se le han otorgado nuevas potestades a la administración tributaria. 


Continuando con lo que estábamos comentando, como administración tributaria no nos 
interesa violentar la intimidad de las personas, pero entiendo que la discusión sobre esto es sana y 
oportuna. El tema de los colegios es puntual, pero creo que se apunta a algo mucho más general de 
balance entre el interés general y los derechos individuales; este aspecto podrá ser abordado de forma 
más genérica cuando discutamos sobre derechos y obligaciones de la administración y de los 
administrados. 


Con respecto al proyecto de ley presentado por el Colegio de Abogados y el Colegio de 
Contadores, considero que es un muy buen puntapié inicial que el Partido Nacional ha recogido. Me 
parece que esa será una oportunidad muy interesante para hablar del tema en general. Allí se 
discrimina lo que se entiende por cuestiones que hacen a la intimidad y las que no. Por ejemplo, 
cuestiones de sexo, raza o religión, obviamente no son temas que le interesen a la administración; 
ahora bien, la posibilidad de llegar a la verdad material sobre la capacidad contributiva de un 
contribuyente está dentro del interés general y esa no es solo la posición de la administración tributaria. 
Aunque no traje la transcripción de las declaraciones, señalo que se ha hecho pública la opinión de 
quien dirige el conjunto del claustro de las universidades privadas, el doctor Pérez del Castillo. Estas 
instituciones entendieron claramente que el interés general de financiar la vida en sociedad estaba por 
encima del interés particular y que no se violentaba la intimidad de las personas al brindar esa 
información. Por ese motivo, las universidades privadas decidieron colaborar con esta medida de la 
misma forma que lo ha hecho la Asociación de Colegios Católicos del Uruguay, que representa a 
alrededor de 175 colegios. Como dije, esta Asociación ha entendido que primaba el interés general por 
encima del particular. 


Realizamos un pedido de información a aproximadamente diez colegios en el mes de mayo, 
en la línea de continuar enriqueciendo nuestras bases de datos con información de terceros. A su vez, 
desde hace un par de años estamos solicitando información sobre la compra de inmuebles y vehículos 
por encima de determinado valor, la que ha sido bien importante porque nos ha permitido llegar a 
inconsistencias o incongruencias con relación a los ingresos de las personas y sus manifestaciones de 


capacidad contributiva. Por ejemplo, en algunos casos ha habido compras de vehículos de US$ 50.000 
O US$ 60.000 por parte de personas que declaraban ingresos de $ 15.000 o $ 20.000 
mensuales. Esto nos ha permitido avanzar en el control del Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, pero también tiene derivaciones muy importantes porque hemos podido ejercer un mejor 
control sobre el Impuesto al Patrimonio de las personas físicas. Si un contribuyente, frente a la 
necesidad de explicar su inconsistencia, nos dice que no tuvo una renta pero sí un patrimonio que le 
permitió afrontar el gasto, podemos corroborar la correcta liquidación del Impuesto al Patrimonio de las 
personas físicas. En algunos casos las personas nos dicen que no obtienen la renta de una relación de 
trabajo independiente, sino que es una utilidad de cierta empresa y, a partir de esa información, se 
puede realizar una reliquidación de tributos -como el Impuesto a la Renta de las Actividades 
Económicas- a las empresas que no habían declarado correctamente las utilidades que obtenían. Para 
nosotros esto es un disparador de información muy importante. Entendemos que el correcto 
funcionamiento de un sistema tributario se basa en tres pilares: el diseño de las normas, la cultura 
cívica y ciudadana que genera el subproducto de la cultura tributaria, y la capacidad de la 
administración para generar estos impuestos. Si no tenemos una administración que sea capaz de 
gestionar -y cometo el pecado de autorreferenciarme, como se ve en otra parte de la entrevista- 
estaremos frente a un mero esqueleto tributario. Es claro que ahí hay un interés general, porque si bien 
compartimos absolutamente que se debe velar por los derechos humanos de los contribuyentes, la 
sociedad tiene derecho a financiar la vida organizada mediante el pago de impuestos, porque no hay 
otra forma. 


Como decíamos, hemos ido tomando acciones para enriquecer nuestras bases de datos a 
los efectos de ser más eficientes y molestar cada vez menos a los contribuyentes honestos, que 
cumplen puntualmente con sus obligaciones y que, por suerte, cada día son más. Por eso tenemos la 
tasa de evasión más baja de América Latina. Solo siendo muy eficientes podremos focalizar nuestros 
esfuerzos sobre aquellos casos en los que se perciben inconsistencias flagrantes y que, por lo tanto, 
ameritan una inspección de la administración tributaria sobre bases de datos generales, para el caso 
de las 1:852.000 personas que reciben posibles rentas gravadas por este impuesto. 


En el mes de mayo realizamos un primer pedido a los colegios porque, luego de hacer un 
relevamiento del mercado, constatamos que se abonaban cuotas que denotaban una capacidad 
contributiva importante. A juicio de la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales, ese primer 
pedido tenía errores y presentaba algunos problemas para los colegios. En este punto me permito 
rescatar las cosas positivas de este proceso, como por ejemplo, el diálogo que hemos tenido con las 
asociaciones de colegios, que ha sido realmente excelente. En el día de ayer mantuvimos una reunión 
con los colegios y con la Unidad Reguladora y de Control de Datos Personales. 


En esto realmente queremos actuar de manera muy ponderada. Entendimos que eran de 
recibo las sugerencias y los comentarios que nos hicieron tanto los colegios como la Unidad 
Reguladora y de Control de Datos Personales; analizamos el tema en profundidad, detalladamente, y 
después de varios meses -recién en setiembre- decidimos emitir una resolución que las contuviera. En 
ese momento, demostrando una vez más que no se trata solo de la postura de la administración 
tributaria sino también de la que han adoptado las universidades privadas o las asociaciones que 
nuclean a centenas de instituciones de enseñanza, hay que tener presente que cuando la Unidad 
Reguladora y de Control de Datos Personales emite su dictamen, actúa con absoluta objetividad. A tal 
punto es así que en su dictamen nos dice que el pedido que realizamos en el mes de mayo es 
improcedente y señala que el pedido que hicimos con la resolución corresponde es un interés legítimo 
de la administración. 


A continuación, me gustaría citar brevemente el dictamen de la Unidad Reguladora y de 
Control de Datos Personales. En su Considerando ll) dice que resulta evidente el interés legítimo de la 
citada administración tributaria para el cumplimiento de los cometidos que la normativa le impone. Por 
su parte, el previo consentimiento del titular no es preciso cuando los datos que se recaban son para el 
ejercicio de funciones propias de los Poderes del Estado. En el Considerando lll) establece que, en 
cuanto al requisito relativo al emisor, refiere a fines concernientes a circunstancias definidas de 
manera tal que se configura a su respecto una posición jurídica cuya legitimidad proviene de su ajuste 
a las reglas de Derecho aplicables. En el caso de la institución consultante -esto surge de una 
institución que lo consulta- es de su legítimo interés proporcionar información, aportar datos, exhibir 
documentación u otras formas que correspondan para acreditar el debido cumplimiento de esas reglas. 
Por lo tanto, dictamina que la cesión de datos resulta pertinente en cuanto implique cumplir con 
disposiciones vigentes y a los efectos considerados, indicados en el Considerando lll) que leímos 


previamente. Esto derivó en que tres instituciones deportivas y un total de aproximadamente veinte 
instituciones de enseñanza, en uso de su legítimo derecho -y esto es una prueba de que los 
contribuyentes no se encuentran indefensos porque en nuestro país existe un ordenamiento jurídico 
que otorga todas las garantías del caso- presentaran sus recursos de revocación y jerárquico frente a 
la administración. De estas instituciones que presentaron recursos, menos de la mitad los fundamentó, 
lo que demuestra que muchas de ellas aparentemente no continuarían con el procedimiento. Hemos 
recibido comunicaciones oficiales de instituciones deportivas en el sentido de que van a dejar sin 
efecto los recursos. Obviamente, estas instituciones recibieron asesoramiento y luego de que pasó el 
primer momento en que se emitió la resolución y el tema salió de la atención máxima, entendieron que 
los recursos no tenían fundamentos o que primaba el interés general. 


Otro punto a destacar que me parece interesante es que las instituciones no tendrán que 
tomar información de las bases que tienen, ya que se podría argumentar que no fue solicitada a tales 
fines. Por ese motivo, en colaboración con las instituciones de enseñanza hemos elaborado un 
formulario, encabezado con el logo de la DGI, en el que queda absolutamente claro que la información 
será suministrada para ser entregada a la administración tributaria. Debe quedar claro que no se está 
pidiendo absolutamente ningún dato que haga a la intimidad de la familia, puesto que no se piden 
datos familiares. En este pedido de información no se solicita que se identifique al obligado al pago con 
respecto a ningún niño, a la condición familiar, a si es un niño que está cursando Primaria o Secundaria 
o si es el hijo, el sobrino o el abuelo. A la administración no se le va a entregar ninguno de esos datos 
sino que simplemente se informará quién es el responsable del pago, en el caso de que este haya 
generado un gasto superior a 70.000 unidades indexadas en el año. Entonces, no se está pidiendo 
ningún dato que violente la intimidad de las familias sino que, con respecto al obligado al pago, se 
informa que tiene una capacidad de gasto determinada. Esa es la única información que se está 
pidiendo. Este formulario que hemos diseñado ha sido elaborado en coordinación con los colegios con 
los que, precisamente, en el día de ayer mantuvimos la última reunión. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber si lo que se informa es que la persona supera esa cantidad de 
unidades indexadas o específicamente el monto que gasta. 


SEÑOR FERRERI.- A fin de año se entrega el nombre y el monto solo en el caso de que supere las 
70.000 unidades indexadas. Es importante también tener una idea de a cuántas personas abarcaría 
esto. Como dije, esto está diseñado con un tope de 70.000 unidades indexadas, superado el cual se 
debe informar. Si el monto es inferior a esta cifra, no se debe dar información. Esto hace que si 
hablamos de un colegio promedio en el que se pagan once cuotas al año de aproximadamente $ 
14.000 o $ 15.000 mensuales, en una estructura de costos familiares exageradísima en la que el 25% 
de los ingresos se destine al gasto en educación, el ingreso familiar sería igual o superior a $ 60.000 
mensuales. Entonces, si tomamos la estructura de ingresos de nuestro país, esta medida no afectaría 
a más de 50.000 personas. Por tanto, si se toma a la población en general, estamos hablando de un 
universo bastante reducido, lo que muestra que a nosotros no nos importa la entidad de la familia sino 
que lo que nos interesa es la capacidad contributiva. Entendemos que no se está violando ningún 
derecho humano porque solo se informa la capacidad de gasto que tiene una determinada persona. 
Cabe destacar que este tema siempre se ha tratado con mucho diálogo, tanto con las instituciones de 
enseñanza como en su momento con la Unidad Reguladora de Datos. Eso llevó a que se afinara el 
pedido para no violentar la esfera individual, y así lo han entendido la inmensa mayoría de los colegios 
y la totalidad de las instituciones universitarias privadas. Consideramos que, por eso mismo, el tema 
no ha generado grandes reacciones, lo que demuestra la facultad jurídica que tiene la administración y 
la oportunidad y el necesario y legítimo interés general de asegurar la recaudación. Además, esto 
también hace a cuestiones de equidad y de justicia tributaria. Por ejemplo, cuando se pagan los 
sueldos de los asalariados de este país, se les realizan retenciones. Todos nosotros somos 
asalariados y, por tanto, nuestros salarios sufren retenciones en nuestros haberes destinadas al pago 
de impuestos. Cuando la persona no es asalariada y no operan las retenciones es donde, en muchos 
casos, se da la evasión principal en materia de IRPF. Estas personas que no sufren retenciones, por lo 
general en ninguna ocasión brindan información a la administración tributaria. En consecuencia, no 
habría posibilidades de generar una situación de equidad y de justicia tributaria para que estas 
personas también cumplan con su cuota parte de responsabilidad social si no es mediante la 
obtención de información de terceros que le permitan llegar a la verdad material. 


Estos son los fundamentos, las reacciones que hemos vivido y la forma de diálogo con que 
hemos encarado este tema. Creemos que es justa y necesaria una discusión sobre el balance entre los 
derechos del administrado y los de la administración; por eso, por primera vez en la historia, el año 


pasado la Dirección General Impositiva emitió una Carta de Derechos y Obligaciones del 
Contribuyente que, como es obvio, no existía. Podemos discutir si es excelente, regular, o más o 
menos, pero nadie puede negar que fue el puntapié inicial para comenzar a analizar estos temas. 
Quiero aclarar que esta Carta fue realizada en consulta con el sector privado y con la academia. Por 
eso, la administración tributaria realiza todos los años un foro de discusión académica sobre los 
temas de interés, separando aquellos aspectos puntuales en los que participan la academia, el sector 
privado y la administración tributaria. Siempre hemos apostado al diálogo y por eso, en los próximos 
días, por primera vez en la historia de la administración, realizaremos un Foro de Administración 
Tributaria y Derechos Humanos, pero con una diferencia: en este Foro intervendrán los más reputados 
catedráticos de todas las universidades, pero la administración no participará de la discusión, sino que 
solamente escuchará. Nos tomamos el atrevimiento de traerles una invitación para que los señores 
Senadores observen de qué manera estamos encarando el relacionamiento con la sociedad. A nuestro 
juicio, este relacionamiento debe ser equilibrado, respetando los derechos de las dos partes. 


Con respecto al proyecto que han presentado el Colegio de Contadores y el Colegio de 
Abogados, queremos señalar que hemos mantenido reuniones con ambas instituciones y definido 
representaciones para comenzar a discutir esa iniciativa. Entendemos que este proyecto es bueno, 
pero tiene, por decirlo de alguna forma, una deficiencia, que es la siguiente: recoge de una manera 
excelente la doctrina a nivel internacional con respecto al derecho de los contribuyentes. Según la 
doctrina en que nos basamos, en esos otros países se balancea el derecho de los contribuyentes 
frente a la facultad de la administración. Entonces, lo que habría que agregarle a ese proyecto sería un 
estudio pormenorizado de las facultades que tienen las administraciones de los países en los que se 
ha basado la doctrina para generar los derechos. Si comparamos la administración tributaria uruguaya 
con la de los países que han servido como fuente -esto está muy inspirado en el Derecho español y 
algunos otros países europeos- podemos decir que, por ejemplo, en España se toman medidas con 
respecto a plazos y derechos de los contribuyentes, pero en el contexto de una administración 
tributaria conectada on líne con el sistema financiero, de la que se obtiene on line, en tiempo real, la 
información del sistema sobre cualquier contribuyente bancario, sin que opere el secreto bancario. En 
algunos de los países que inspiran este proyecto la administración puede realizar embargo 
administrativo, pueden generarse remates administrativos y hasta se pueden realizar allanamientos. 
Todas estas potestades no están incluidas entre las de la DGl uruguaya. Por eso entendemos correcto 
balancear esas potestades con los correspondientes derechos. Nosotros hemos encarado con ambos 
Colegios la discusión de un aggiornamiento de las potestades de la administración, para hacerla eficaz 
y eficiente en los tiempos que corren, dando a su vez los correspondientes derechos que balanceen la 
relación que necesariamente debe ser de equilibrio entre la administración y los contribuyentes. Más 
allá de alguna consideración puntual sobre el proyecto en particular, nos parece que es una excelente 
oportunidad de discutir estos temas en profundidad. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando me anoté para hacer uso de la palabra, el Senador Amorín estaba 
haciendo una serie de preguntas que estaban pasando a ser afirmaciones políticas que, de alguna 
forma, reclamaban la réplica. Naturalmente, una cosa es discutir con el Ministro y quien arma las 
políticas tributarias, y otra con la agencia tributaria cuyo cometido es hacer cumplir las metas de 
recaudación correspondientes, siempre ajustadas a la Constitución y la ley. Bueno sería que 
tuviéramos una administración tributaria indiferente a la hora de recaudar; por el contrario, debe estar 
expectante, atenta, tratando de buscar que no haya perforaciones ni evasiones a la tributación. Por ese 
motivo, justamente, muchas veces jugará cerca de la raya, porque de eso se trata. En todo caso, 
quienes debemos poner los límites somos nosotros, pero la autoridad impositiva, dado el marco 
normativo, debe hacer pleno uso de derecho de él. Bueno fuera que existiera un marco normativo y 
que la administración tributaria no lo aplicara porque se piensa distinto. En realidad, debe actuar con el 
fin y el objetivo natural de recaudar. 


Por otra parte, debe existir una actitud de equidad. A los asalariados se les descuenta y se 
tiene toda la información, incluido lo que ganan. Pero en otro sector de la población -en algunos casos 
del quintil más alto- se hace a través de declaraciones juradas. En la medida en que todavía no hay 
una cultura de tributación del impuesto, que es relativamente nuevo en Uruguay pero es el que 
funciona en el mundo, hay una tentación a la evasión. Por tanto, todas las informaciones cruzadas van 
en la buena dirección. Por supuesto que hay que poner cuidado en que no haya aspectos de esa 
información que se obligue a darlos pero que sean irrelevantes a la hora de cruzar todos los datos. Si 
la Dirección General Impositiva se estuviera excediendo, hay dos caminos: el jurídico y sus diferentes 
etapas, que empieza por la vía administrativa y termina en los tribunales, y el político, en donde esta 
puede ser una primera instancia pero que, llegado el caso, deberá saltar a otro nivel. Me parece que si 


en materia de política tributaria hay aspectos que coliden con la Constitución y la ley, van más allá de 
la Dirección General Impositiva. Este organismo tiene que recaudar en función de las potestades 
otorgadas por la ley. Entonces, si se toma atribuciones que no le corresponden, la situación debe 
resolverse por la vía jurídica o, en todo caso, a través de una conversación con el responsable político. 


Es cierto que el Partido Nacional presentó un proyecto de ley relacionado con este tema, pero 
también es cierto que la mayoría de este Parlamento no le ha puesto alta prioridad a pesar de que a 
muchos nos preocupa que la administración tributaria pueda incurrir en algún tipo de exceso. 


En definitiva, me parece que esta es una instancia adecuada para recabar información pero 
de persistir preocupación o inquietud sobre que se puedan cometer excesos por parte de los 
responsables de la administración tributaria, habría que ir más arriba de los jerarcas de la DGI. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra al señor Senador Abreu, recuerdo a los 
miembros de la Comisión que ya se encuentran en la Antesala las autoridades del Banco Central. 


SEÑOR FERRERI.- En nuestra exposición nos faltó hacer una consideración con respecto a las 
afirmaciones del señor Senador Amorín en lo que tiene que ver con la seguridad de las bases de datos 
de la administración. 


Lo más importante es la realidad y los hechos. Respecto al secreto tributario, la DGl está 
regida por el artículo 47 del Código Tributario y no recuerdo episodios de fuga o de violación del 
secreto por parte de nuestros funcionarios. Eso no ha ocurrido, y a las pruebas me remito: hasta el 
momento, la administración no ha sido penalizada y tengamos en cuenta que el funcionario que incurre 
en el delito de violación del secreto tributario puede ser pasible de una sanción que llega a la 
destitución. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Eso también abarca a los becarios? 
SEÑOR AMORÍN.- Los becarios cumplen el año y se van. 


SEÑOR FERRERI.- Desde hace muchísimos años, la administración tributaria cuenta con becarios y 
nunca ha ocurrido una fuga de información que violente el secreto tributario, por lo cual nosotros 
confiamos en la seguridad de nuestras bases de datos. El señor Senador Amorín podrá tener una 
opinión diferente pero la realidad -que es incontrastable- nos indica que no ha habido una violación del 
férreo cumplimiento del secreto tributario. 


SEÑOR ABREU.- Agradezco la visita de los funcionarios de la Dirección General Impositiva y creo que 
es muy oportuna la observación que realiza el señor Senador Amorín. 


Como abogado, no conozco norma legal que permita inferir de un gasto una determinada 
renta. Eso sería muy fácil: yo gasto y la presunción es “usted tiene determinada renta”, lo que de por sí 
avanza sobre una base no muy sustentable para comenzar a trabajar sobre el tema indiciario o de los 
gastos. Esto en primer lugar. 


En segundo término, una cosa es que la Dirección General Impositiva busque a través de la 
información y de la documentación correspondiente los datos necesarios para identificar al sujeto 
tributario pasivo -por ejemplo, lo puede hacer en los casos registrales con los automóviles y los 
inmuebles, pues esos son datos públicos de la Dirección General de Registros que le permiten hacer 
un cruzamiento para encontrar algunos indicios- y otra es que saque una conclusión definitiva en 
cuanto a que el gasto tiene una relación directa con el ingreso o, mejor dicho, con la renta, porque el 
pago puede venir de otro lado. 


En tercer lugar, quisiera hacer referencia al tema de los colegios. Comprendo la necesidad 
de observar la recaudación y de que no haya evasión tributaria -por supuesto, ninguno de nosotros es 
partidario de la evasión- pero creo que no se puede ir más allá de las posibilidades legales cuando hay 
una notoria asimetría a favor de la DGl respecto del contribuyente. Esa asimetría hace que el 


contribuyente sienta la presión de esta Dirección. Puedo citar casos que incluso hemos comentado a la 
hora de analizar el Presupuesto Nacional. Cuando uno va a firmar el acta se dice que el acta no es la 
final. En ese momento, esto es, entre el acta final y el acta de determinación, se le pregunta a la 
persona si quiere recurrir y ante una respuesta afirmativa se le dice que tiene que pagar y después se 
verá cómo le va. También se le consulta acerca de cuánto puede pagar. Quiere decir que esa doble 
acta genera una presión psicológica y jurídica sobre el contribuyente que al fin de cuentas tiene que 
pagar y que sabe que el proceso lleva mucho tiempo. 


Reitero que este tema se discutió en momentos de considerar el Presupuesto. Pregunté 
cuáles eran las actas final y de determinación tributaria. Se me dijo que hay una previa y que el acta 
final se hace después de la negociación con el contribuyente. Por ejemplo se le dice que tendría que 
pagar US$ 200.000, pero eso no es definitivo y, si no acepta, se le hace el acta. Si la persona dice que 
en vez de esa cifra podría pagar US$ 80.000, el acta final se hace después de haber acordado. Digo 
esto no porque se trate de una violación de los derechos humanos, pero sí se trata de una presión 
sobre el contribuyente. En efecto, este se siente presionado por esa forma de trabajar de la Dirección 
General Impositiva. 


Mi preocupación es en torno a los colegios privados. Se eligieron tres instituciones, pero tal 
vez se cambió el criterio. En el diario El País se publicó: “tres colegios fueron elegidos por la DGl por 
su “alto nivel de cuota” (ver recuadro aparte). Cruzados con las liquidaciones de Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas (IRPF) de esos contribuyentes, los datos de gastos en educación privada podrían 
revelar inconsistencias, como ocurrió con los pedidos de datos que realizó el Fisco a inmobiliarias y 
automotoras sobre compras de bienes de lujo”. Eso está claro porque, como decía hace unos 
instantes, los bienes eran registrables. Ahora bien, aquí tenemos que hacer jugar dos artículos: el 68 
del Código Tributario y el 302 del Código Penal, relativo a la revelación de secreto profesional. Si se 
pide -como figura en la publicación- nombre, documento, dirección, número de hijos que cursan el 
colegio, “importe pago en abril 2011 y otros datos sobre quien se hace cargo de la cuota”, solo falta 
pedir una tomografía. Advierto que se me quiere decir que eso cambió. 


Quería compartir esta preocupación, que ahora creo que la Dirección General Impositiva 
recogió al darse cuenta de que hay determinados límites que se deben bajar, porque en el entusiasmo 
recaudatorio -que se puede acompañar, pues está vinculado con un gasto que va más allá de la 
recaudación- a veces surge la necesidad de dar un paso atrás o de decir que tal vez se está más cerca 
de la voluntad que de la rigidez de la norma jurídica. Y eso está bien. 


En lo personal, quiero poner un límite al tema, no para defender a quienes evaden, sino para 
ver cómo hacemos para proteger esos derechos humanos. Al respecto, conozco muchos abuelos, tíos 
y familiares que pagan las cuotas de los colegios. Pero resulta que en esa especie de tomografía, para 
la identificación se pide el nombre del padre y otros datos, y hay que salir a justificar quién es el que 
paga o deja de pagar, ingresando así en la intimidad de la vida familiar. Ese es un tema muy importante 
porque hay quienes tienen uno, dos o más hijos, se han casado más de una vez y a la hora de 
recaudar no importa quién paga la cuota. 


Es importante entonces trabajar sobre el hecho de que la DGI tiene un poder psicológico y 
legal muy fuerte sobre el contribuyente. Y cuando este siente la presión, tiene la necesidad de cumplir 
callándose la boca y quejándose en silencio por haber sido invadido en su propia intimidad. Hay un 
equilibrio que tenemos que lograr. El artículo 68 del Código Tributario y el artículo 302 del Código Penal 
hacen referencia a este tema, esto es, a la responsabilidad del titular de un secreto profesional como 
puede ser, por ejemplo, un colegio. Entonces, más allá de la disposición a contribuir que puedan tener 
los colegios y las universidades, también es claro que en ese diálogo la igualdad del intercambio de 
ideas no es absolutamente reconocida. La DGl ejerce una presión muy fuerte sobre el contribuyente, 
que tiene otro tipo de obligación además de cumplir con este tipo de imposición. 


Hay un límite en estos temas y no creo que tenga que ponerse en 70.000 unidades 
indexadas, porque no es el número el que define el derecho; hay que reclamar su defensa en forma 
absolutamente ajena a los temas económicos. Por tanto, en aras del equilibrio de esos derechos, mi 
preocupación es que en ese entusiasmo recaudatorio se esté yendo un poco más allá. Hay que tener 
mucho cuidado cuando se maneja el derecho a la intimidad y no pasar por alto que hay derechos que 
no pueden ser avasallados, sin perjuicio de todos los derechos que pueda tener la administración a la 
hora de recaudar y hacer cumplir la norma. 


Lo concerniente a las escuelas y a los colegios es diferente al tema inmobiliario o al 
automotor, porque en estos casos se trata de un registro de otra naturaleza. Hemos trabajado sobre 
esto con la Cátedra, con especialistas en Derecho Tributario y Derecho Público, quienes nos han 
planteado sus dudas al respecto. Es verdad que hay algún técnico que tiene una posición distinta. De 
todas formas, el derecho de las personas no puede ceder frente a un concepto global de interés 
general. Este planteo es para reflexionar sobre la prudencia en el manejo de estos temas y sobre 
algunas observaciones en la vida diaria de muchos contribuyentes que andan arrastrando sus penas 
por la sociedad después de sentirse que han cumplido con todo, pero que una misión impositiva les 
revisó hasta el alma y les dijo que tenían que pagar cien, que si recurrían el trámite les iba a insumir 
dos años y si estaban dispuestos a pagar algo. Si contestan que pueden pagar treinta, entonces 
abonan esa cifra y firman el acta. 


Quiero que me digan si es así o no, porque es la queja que me han planteado y fue lo que se 
me explicó cuando hice una pregunta sobre el acta final y de determinación en momentos de la 
consideración del Presupuesto. Digo esto por la asimetría a favor de la DGI con respecto a la presión 
psicológica que tiene sobre el administrado o contribuyente. 


SEÑOR AMORÍN.- Es obvio que nuestra preocupación va en el sentido de la defensa de los derechos 
del contribuyente y de su intimidad, que es un derecho humano esencial. 


El Director de Rentas comentó que hasta ahora no se había conocido ningún tipo de 
violación del secreto tributario y quiero decir que no tengo una información distinta a esa; puede haber 
algún caso, pero yo no lo conozco. Ahora bien, sí me preocupa lo siguiente. Esta especie de 
cruzamiento de datos de todos los posibles contribuyentes uruguayos, que son aproximadamente 
1:800.000 personas, va a crecer y, por lo tanto, el que ingrese a ese banco de datos va a tener acceso 
a información que hace a la intimidad de las personas. Que hasta ahora no haya ingresado nadie no 
quiere decir que en el futuro no suceda; en mi casa no tengo doble tranca y nunca ingresó un ladrón, 
pero quizás la ponga para asegurarme. 


Por la información que tengo, la base de datos de la DGl es absolutamente insegura. Al 
respecto, quiero realizar cuatro preguntas que no tienen por qué contestarme hoy; no tienen por qué 
ser especialistas en el tema y aclaro que yo no sabría contestarlas y apenas las sé preguntar si las leo. 


La primera es si la base de datos de la DGI está encriptada en el servidor. 


La segunda, si los datos viajan encriptados desde el servidor hacia afuera, esto es, a una 
torre, a una laptop, vía cable, en forma inalámbrica, etcétera. 


En tercer lugar, si la DGl está certificada en alguna norma de seguridad en el manejo de la 
información almacenada, respaldos, procesos, cumplimientos de normas, etcétera. Por ejemplo, la DGI 
no cumple con la norma ISO/IEC 27001 u otras disposiciones que el Banco Central les exige a los 
bancos en el manejo de la información. 


La cuarta interrogante es quién lo audita. 


Obviamente, nos preocupa que la base de datos de la DGl sea segura, porque en todo el 
mundo pasa que, cuando hay datos relevantes, alguien viola el secreto tributario. Actualmente, si un 
funcionario lo viola, tiene una sanción disciplinaria pero no penal, como tiene quien viola el secreto 
bancario. La máxima sanción para quien viola el secreto tributario es la destitución, pero esa pena no 
sirve en el caso de los becarios, que son muchos y trabajan un año. Por lo tanto, me parece que el 
tema de la seguridad es bien importante, más allá de las discrepancias que tengo por la fuerte 
intromisión que tiene la DGI en la vida del contribuyente. 


Dejo por aquí mi exposición que, a lo mejor, podemos continuar en otra oportunidad. 


SEÑOR FERRERI.- Concurriremos encantados a la Comisión cuando lo consideren pertinente. 


Trataremos de contestar las preguntas formuladas por el señor Senador, pero si no lo 
hacemos en la forma que deberían ser respondidas, más adelante enviaremos una respuesta técnica. 
Consideramos que si manejamos información y la base es insegura, lo que debemos hacer no es dejar 
de obtener información sino asegurar las bases. Nosotros tenemos una auditoría interna que el año 
pasado trabajó sobre los temas de seguridad informática y, en función de ello, realizamos algunas 
mejoras y estamos procesando otras. Por ejemplo, vamos a emitir algunos protocolos de aquí a fin de 
año con respecto al tema de seguridad y hemos comprado equipamiento con ese fin. Esta es la 
respuesta general que podemos dar sobre el tema en cuestión. Sí podemos afirmar que tenemos una 
preocupación al respecto y en la forma más breve posible vamos a dar una respuesta técnica sobre si 
estamos bien y qué planes de trabajo tenemos, porque son temas que abordamos de forma bastante 
ordenada. 


En cuanto a la inquietud planteada por el señor Senador Abreu, ha sido cambiado el texto de 
la información que se está requiriendo, por lo que no se vincula el pago con la familia. Entonces, no 
importa de qué familiar se trate; solamente se dice, por ejemplo, que cierta persona gastó por encima 
de las 70.000 unidades indexadas. 


Con respecto a las potestades y a las indefensiones, cabe aclarar que hay un acta que no es 
definitiva y un acta final; esto posibilita la existencia de un período de negociación. Sería mucho peor 
que hubiera solo un acta definitiva, impidiendo al contribuyente dialogar con la administración. 
Entonces, hay una instancia de negociación y si el contribuyente debe 100, pero termina arreglando 
por 30, tan indefenso no está. Como soy alguien que estuvo de los dos lados del mostrador, puedo 
decir que muchas veces cambian las formas de ver las cosas. Cuando estuve asesorando a privados 
sentía que peleaba con alguien más grande, pero de este lado uno se da cuenta de que las potestades 
de la administración son bastante limitadas y que los contribuyentes, a la hora de defenderse, lo hacen 
a través del ordenamiento jurídico vigente, de una manera más que correcta. Es más, he tenido 
oportunidad de conversar y conocer a representantes de otras administraciones del extranjero que nos 
preguntan -no se trata de una cuestión particular de este Gobierno, sino que es producto de un proceso 
histórico del Uruguay- cómo hemos cambiado en los últimos 10 o 12 años la administración tributaria, 
siendo un país modelo en América Latina por tener la más baja tasa de evasión, con las pocas 
herramientas y potestades que tiene la administración. El resto de América Latina cuenta con una 
herramienta muy poderosa -se podrá estar de acuerdo o no con su pertinencia- pero me parece bueno 
el procedimiento que ha determinado nuestro país para estos temas, que muestra claramente las 
menores potestades que tiene nuestra administración, comparadas con administraciones extranjeras. 
De cualquier manera, los resultados que hemos obtenido han sido muy buenos. Entonces, 
dependiendo del lado que se mire, creemos que los contribuyentes tienen más que resguardados sus 
derechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Despedimos a las autoridades de la Dirección General Impositiva y 
agradecemos la excelente exposición realizada. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección General Impositiva) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


